
TEMA: TUTELA CONTRA TUTELA - Si la actuación acaece con anterioridad a la sentencia y consiste 
en la omisión del juez de cumplir con su deber de informar, notificar o vincular a los terceros que 
serían afectados por la demanda de tutela, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad 
de la acción de tutela, la acción de tutela sí procede, incluso si la Corte Constitucional no ha 
seleccionado el asunto para su revisión. 
 
HECHOS: El reclamo de constitucionalidad que por medio de la presente acción se pone en 
conocimiento de la jurisdicción, busca la protección del derecho fundamental al debido proceso de 
la Corporación para la Educación Social Cores, entidad que considera le fue vulnerado el mismo al 
interior del trámite constitucional que se identifica con radicado N° 05001 40 03 004 2023 00737 
00, el cual se adelantó ante el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Medellín, así como en el trámite 
del incidente de desacato adelantado por ese mismo juzgado en primer grado y en sede de consulta 
por el Juzgado Once Civil del Circuito de Medellín. Se señalan como actuaciones que dieron origen 
a la vulneración, el hecho que las providencias proferidas en la acción de tutela no hayan sido 
notificadas en el correo obrante en el Certificado de Existencia y Representación Legal de la aludida 
Corporación, surtiéndose el trámite de la acción sin que la aquí accionante y allí accionada conociera 
la demanda tutelar, así como la falta de conocimiento del trámite incidental por hackeo de la cuenta 
de correo de dicha entidad, conociendo el trámite tutelar únicamente cuando de forma física les 
fue notificada decisión de cobro coactivo. 
 
TESIS:  La Corte Constitucional unificó su jurisprudencia en relación a la procedencia de la acción de 
tutela contra tutela, bien contra la sentencia dictada en el trámite de una acción de tutela, o contra 
las actuaciones surtidas en el trámite constitucional. Indicó el alto Tribunal que es necesario 
distinguir si la acción de amparo se dirige contra la sentencia o contra una actuación anterior o 
posterior a ella. Reiteró la Corte la regla general según la cual la acción de tutela no procede contra 
sentencias dictadas dentro de una acción de tutela, sólo de manera excepcional es posible y ello se 
da cuando se presente el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, se cumplan los requisitos 
genéricos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales ampliamente 
decantados y que se verifiquen los siguientes tres requisitos: 1. Que la acción de tutela presentada 
no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada. 2. Que se demuestre, de 
manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una 
situación de fraude (Fraus omnia corrumpit). 3. Que no exista otro medio, ordinario o 
extraordinario, eficaz para resolver la situación. (…) Para el evento en que solicitud de amparo 
constitucional se dirija en contra de actuaciones que se surtieron al interior del trámite de la tutela, 
se hace necesario distinguir si se trata de actuaciones anteriores o posteriores a la sentencia para 
determinar la procedencia del amparo, así lo indicó la Corte (…) Si la actuación acaece con 
anterioridad a la sentencia y consiste en la omisión del juez de cumplir con su deber de informar, 
notificar o vincular a los terceros que serían afectados por la demanda de tutela, y se cumplen los 
requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, la acción de tutela sí procede, incluso 
si la Corte Constitucional no ha seleccionado el asunto para su revisión. (…) Si la actuación acaece 
con posterioridad a la sentencia y se trata de lograr el cumplimiento de las órdenes impartidas en 
dicha sentencia, la acción de tutela no procede. (…) En punto del análisis preliminar e impostergable 
sobre la procedencia de la presente acción constitucional, resulta determinante resaltar que la 
misma es en principio viable, si se tiene en cuenta que no se trata de tutela dirigida propiamente 
contra una sentencia de tutela, sino que se están cuestionando asuntos u omisiones en el 
procedimiento que dan al traste con el derecho fundamental el debido proceso de los aquí 
accionantes; además, debe tenerse en cuenta que se denuncia una indebida notificación que abarca 
todo el trámite tutelar, lo que implica que, en caso de presentarse la irregularidad la parte afectada 



no tuvo oportunidad de formular defensa y recursos.(…) La revisión del expediente (…), da cuenta 
que sí existe vulneración del derecho fundamental al debido proceso de los aquí accionantes y que 
la actuación con la que se inicia la vía de hecho que aquí se advierte, parte  (la) autoridad judicial 
que desde el inicio del trámite de tutela omitió ser diligente para constatar primero, el nombre o 
razón social correcto de la accionada y, segundo, su correo oficial para recibir notificaciones 
judiciales, (…) esto, para realizar las indagaciones pertinentes de cara a establecer cuál era la entidad 
que debía acudir al trámite tutelar y cuáles sus datos de contacto oficiales, indagación que 
fácilmente pudo realizar requiriendo al mismo accionante o en páginas web, luego de lo cual pudo 
acceder gratuitamente al certificado de existencia y representación legal, esto teniendo en cuenta 
la facilidad que otorga el RUES a los Despachos judiciales para obtener dicha información, diligencia 
que sólo tuvo el Juzgado referido cuando ya estaba avanzado el trámite incidental para el 
cumplimiento de la orden tutelar , pero que, se insiste, no realizó en el trámite de la tutela. (…) en 
cuanto al cuestionamiento que se hace al trámite incidental por desacato a fallo de tutela, se 
advierte que, aunque las notificaciones allí si se realizaron adecuadamente y el hackeo de la cuenta 
oficial de la Corporación accionante es circunstancia no imputable a los juzgados accionados, 
también lo es, que la irregularidad que se originó desde la admisión y notificación indebida del auto 
admisorio de la acción de tutela y que conllevó al proferimiento de una orden tutelar que 
desconoció el derecho de defensa de la parte accionada, permea también el trámite incidental, se 
insiste, porque éste se fundó en una orden precedida de irregularidades y que no fue conocida 
oportunamente por el incidentado. 
 
M.P. MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 
FECHA: 17/11/2023 
PROVIDENCIA: SENTENCIA DE TUTELA 



P á g i n a  1  d e  1 9  

S e n te n c ia  1 ª  i n s ta n c ia .      M    C    O    P     R a d i ca d o  0 50 0 1  2 2  03  00 0  2 02 3  0 06 4 7  00  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO  

 
 
 
 

 

 “Al servicio de la justicia y de la paz social” 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN  
SALA TERCERA DE DECISIÓN CIVIL  

 
Medellín, diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinti trés (2023) 

 
 

REF ERENC IA  ACCI ÓN DE  T UT E LA  

ACCI ONA NT E  
JUAN C ARL OS BA ÑO L BET A NCUR e n  n om b r e  p r o p io  y  c om o  
re p re se n t a n t e  l eg a l  d e  l a  C ORPO RACI ÓN P ARA  LA  
EDUCAC IÓN  S OCIA L  CO RE S  

ACCI ONA DO S  

JUZ GAD O C UART O  C I V I L  M UNIC IPA L  DE  M E DEL LÍN ,  
JUZ GAD O  ON CE  C IV IL  D EL  C IR CUIT O  DE  M EDEL LÍN ,  
D IR EC CI ÓN E JECUT IVA  SE CCI ONA L DE  ADM IN IST RAC IÓN  
JUDI C IA L  DE  M EDE L LÍN  

VINCUL A DOS  CARL OS M AR IO  DE  JES ÚS V EGA C UART A S  

RADI CAD O  
05 0 01  2 2  0 3  0 00  2 0 23  0 0 64 7  00  
INT ERN O 20 2 3- 0 61  

INST ANC IA  PRIM ERA  
PROVI DENC IA   SENT ENCI A  N º  0 35  

T EM AS Y  
SUBT EM AS  

EXCEPCI ONA L PR OCE D ENC I A  DE  LA  ACC IÓ N DE  T UT ELA  
F RENT E A  PR OVID ENC IAS  JUD IC IA LES .  DE  LA  T UT ELA  
CONT RA  T UT ELA  

DECIS IÓN  CONCE DE  
PONENT E  M ART HA CE CIL I A  OSPI NA P AT IÑO  

 

 
Procede la Sala de Decisión a dictar sentencia que def ina la acción de tutela 

promovida por JUAN CARLOS BAÑOL BETANCUR en nombre propio y en 

cal idad de representante legal de la CORPORACIÓN PARA LA EDUCACIÓN 

SOCIAL CORES  en contra del JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 

MEDELLÍN,  el  JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN  y la 

DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL; 

t rámite al que fue vinculado el señor CARLOS MARIO DE JESÚS VEGA 

CUARTAS.  

 
I .  ANTECEDENTES 

 
1.  SÍNTESIS DE LOS HECHOS.  

Relata la parte accionante  que el señor Carlos Mario de Jesús Vega Cuartas 

formuló una acción de tutela en la cual af irma haber presentado un derecho 

de pet ición ante el Centro de Conci l iación Cores Rionegro,  la cual 

correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Civi l  del Circuito de Medel l ín.  
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Que como anexo a la demanda de tutela , el  señor Vega Cuartas aportó 

mensaje de correo electrónico enviado al  buzón cores.rionegro@gmail .com, 

pero el correo electrónico de esa ent idad, según consta en el  cert i f icado de 

existencia y representación legal es coresrie@gmail .com.  

 

Que el Juzgado Cuarto Civi l  Municipal  de Medel l ín admit ió la acción de 

tutela el 26 de junio de 2023,  a la cual  le fue asignado el Radicado N° 2023 -

00737.  

 

Que el mensaje para not i f icar la admisión de la acción de tut ela fue remit ido 

a los correos carlosmariovega90@gmail .com y cores.rionegro@gmail .com, a 

pesar, insiste, de no ser el  correo electrónico obrante en el cert i f icado de 

existencia y representación legal.  

 

Que el 5 de jul io de 2023 el Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín  

emit ió sentencia en la cual tuteló el derecho fundamental de pet ición del  

señor Carlos Mario de Jesús Vega Cuartas  y ordenó al Centro de 

Conci l iación Cores Rionegro dar respuesta, en el término de cuarenta y ocho 

(48) horas, a la pet ic ión presentada por el  señor Vega Cuartas el 9 de mayo 

de 2023.  

 

Que el 5 de jul io de 2023 el Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín  

remit ió mensaje a los buzones de correo carlosmariovega90@gmail .com y 

cores.rionegro@gmai l .com anexando el fal lo de tutela.  

 

Que el 24 de jul io de 2023 el Juzgado Cuarto Civi l  Mun icipal de Medel l ín  

remit ió correo electrónico a la cuenta coresrie@hotmail .com comunicando 

requerimiento previo a incidente de desacato y el  31 del mismo mes y año,  

remit ió al  mismo buzón mensaje not i f icando aper tura de incidente de 

desacato.  

 

Que el 9 de agosto de 2023 el Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín 

remit ió correo electrónico a la cuenta coresrie@hotmail .com comunicando 

auto de sanción y el 14 del mismo mes y año el Juzgado Once Civi l  del  

Circuito de Medel l ín conf i rmó la sanción.  
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Que el correo de la Corporación para l a Educación Social  fue hackeado hace 

aproximadamente t res (3) meses, por lo cual sólo pudieron conocer las 

comunicaciones el  23 de sept iembre últ imo,  observando en esa fecha en la 

bandeja de entrada las not i f icaciones del auto imponiendo sanci ón y 

conf i rmando la misma, por lo que el 25 del mismo mes y año sol ici taron al  

Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín  acceso al expediente.  

 

Que el 25 de sept iembre últ imo l legó por correo f ísico  a la Corporación,  

of icio dir igido a Juan Carlos Bañol  Betancur procedente del Consejo Superior 

de la Judicatura Dirección Seccional Medel l ín ,  que cont iene orden de cobro 

persuasivo por multa impuesta con ocasión de la acción de tutela promovida 

por el  señor Vega Cuartas.  

 

Que la Corporación para la Educación Social  Cores es una ent idad sin ánimo 

de lucro,  regist rada en Cámara de Comercio con el  Nit  811037441 -7, la cual  

t iene como correo regist rado coresrie@hotmail .com, de donde concluye que 

le fal tó di l igencia al Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín  en la 

individual ización de esa ent idad.  

 

Que la aludida Corporación presta servicio de conci l iación extrajudici al ,  para 

cuyo efecto cuenta con tres (3) centros de conci l iación autorizados.    

 

Que el  expediente les fue compart ido el  25 de sept iembre de 2023,  donde 

evidenciaron que esa ent idad nunca conoció el derecho de pet ición 

formulado por el  señor Carlos Mario de Jesús Vega Cuartas, por haber sido 

remit ido a un correo que no es el que obra en el cert i f icado de ex istencia y 

representación legal  y  tampoco conoció la acción de tutela ni el  fal lo 

proferido en la misma.  

 

Que el requerimiento previo, el  auto de apert ura del incidente, la imposición 

de sanción y la rat i f icación de éste tampoco la conoció debido a que el  

correo coresrie@hotmail .com había sido hackeado.   

 

mailto:coresrie@hotmail.com
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Que, de forma maliciosa,  el  señor Carlos Mario de Jesús Vega Cuartas 

brindó datos de not i f icación que no corresponden a la real idad, haciendo 

incurri r en error al  juzgado.  

 

Reseñó la información que t iene sobre el trámite conci l iatorio del cual 

pretende averiguación el señor Carlos Mario de Jesús Vega Cuartas , 

señalando, en resumen, que el señor Vega Cuartas presentó inconformidad 

con el t rámite conci l iatorio y ha “bombardeado”  de escri tos a esa ent idad, los 

cuales le han sido resueltos en la medida en que la Corporación los ha 

conocido porque hay sol ici tudes que no le fueron debidamente presentadas  y 

que dicho señor aduce una cal idad que no ostenta porque no es el 

representante legal de Maxprobel l  Al iz .   

 

Que se incurrió en vulneración del derecho al debido proceso porque se 

adelantó un t rámite de desacato con fundamento en una orden judicial  que 

no conoció.  

 

Que el  Centro de Conci l iación y la Corporación fueron reconocidos mediante 

resoluciones diferentes, pero el señor Vega Cuartas los confunde 

intencionalmente.  

 

Que presentó memorial  informando al Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de 

Medel l ín lo acaecido, pero no ha recibido respuesta, por lo que se vio en 

necesidad de acudir a la acción de tutela (Arch ivo  d ig i ta l  02) .  

 

2.  SOLICITUD.  

Pide tutelar en su favor y de la Corporación que representa , el  derecho 

fundamental  al  debido proceso;  en consecuencia, se dejen sin efecto todas 

las actuaciones real izadas por las ent idades accionadas; se cese el  cobro de 

la mul ta y se compulsen copias para la Fiscalía General  de la Nación (Arch ivo  

d ig i ta l  02) .  

 

3.  TRÁMITE DE LA ACCIÓN Y RÉPLICA.  

El escri to de acción de tutela fue presentado de manera digi tal  el  día 7 de 

noviembre de 2023,  siendo repart ida a este Despacho y admit ida en esa 

misma fecha, providencia en la que se ordenó la vinculación al t rámite del 
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señor Carlos Mario de Jesús Vega Cuartas  quien funge como accionante 

dentro de la acción de tutela y el  incidente de desacato objeto de la actual  

demanda tutelar.  Además, se decretó como prueba la inspección judicial  de 

los expedientes conformados con ocasión de la acción de tutela y el  

incidente de desacato dist inguidos con el radicado No. 

05001400300420230073700  y se negó el decreto de la medida provisional 

sol ici tada (Arch ivo  d ig i t a l  0 4) .  

 

La not i f icación del  auto admisorio fue debidamente pract icada,  luego de lo 

cual se recibieron los siguientes pronunciamientos:   

 

Rosa Amelia Moreno Orrego Directora Ejecut iva Seccional de Medel l ín di jo 

que la of icina de Cobro Coact ivo inicia  su actuación a part ir  de la recepc ión 

de las providencias que emiten  los diferentes despachos judic iales, 

adelantando las acciones encaminadas al  cobro efect ivo de la obl igación,  por 

lo que no está facultada para tomar decisiones f rente a la multa impuesta,  

sino, únicamente, para real izar las act ividades enfocadas a ejecutar el  cobro 

de las sanciones; que en la actual idad la Oficina de Cobro Coact ivo adscri ta 

a esa Seccional  adelanta un proceso de cobro coact ivo en contra del  señor 

Juan Carlos Bañol Betancur  por una sanción impuesta en un incidente de 

desacato por incumplimiento a tutela, proceso en el c ual,  el  día 28 de 

sept iembre de 2023, se expidió la Resolución DESAJMEGCC23 -12220 

prof i r iendo mandamiento de pago (a r ch ivo  d ig i ta l  11) .  

 

El vinculado Carlos Mario Vega Cuartas, ref i r ió a los hechos que rodearon la 

formulación de la acción de tutela objeto de queja señalando de forma 

resumida que es afectado por una conci l iación que cal i f ica como falsa 

real izada en el Centro de Conci l iación Cores ubicado en I tagüí ,  la que dio 

lugar a un proceso de rest i tución; que por lo anter ior decidió acudir a la 

ubicación de I tagüí  pero no le dieron razón del Centro de Conci l iación,  

habiendo encontrado en sus indagaciones una di rección en el Municipio de 

Rionegro, donde no le dieron respuesta a sus varias sol ici tudes,  lo que lo 

l levó a formular acción de tutela  (a r ch ivo  d ig i ta l  12) .  
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El actual t i tular del Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín di jo que el  

auto admisorio de la acción de tutela se not i f icó en los correos electrónicos  

que denunció el accionante , not i f icación que fue debidamente entregada; que 

completada la entrega a los  dest inatarios y sin exi st i r pronunciamiento 

alguno de la parte accionada,  procedió el  Despacho a dictar sentencia , 

not i f icada también a los correos electrónicos denunciados por el  accionante ,  

arrojando constancia de recepción por los dest inatarios;  que cuando el 

accionante informó el no cumplimiento de la parte accionada de la orden 

tutelar,  por auto del  12 de jul io de 2023, previo a decretar la apertura del 

incidente, requirió a la parte accionada, lo que not i f icó también a las 

di recciones de correo electrónico denunciadas por  el  actor;  que, debido a 

que la parte accionada  había hecho caso omiso a los requerimientos del 

Despacho, procedió a consultar en dist intas bases de datos y a requeri r a la 

Alcaldía de Rionegro y a la Cámara de Comercio del Oriente Antioqueño 

para que le indicaran los datos de contacto del Centro de Conci l iación Cores 

Rionegro, habiendo recibido respuesta posit iva por parte de la Cámara de 

Comercio del  Oriente Ant ioqueño, la cual informó los datos de contacto que 

encontró en el Sistema de Información de la Conci l iación ,  el  Arbit raje y 

Amigable Composición- SICAAC-, procediendo entonces el día 24 de jul io de 

2023 a remit i r not i f icación del  auto de requerimiento,  la cual  fue 

debidamente recibida; que ante el rei terado si lencio de la parte accionada,  

mediante proveído del 28 de jul io de 2023 se dio apertura al incidente de 

desacato, not i f icando a la parte accionada en las di recciones electrónicas 

coresrie@hotmail .com y cores.rionegro@gmail .com, luego, de lo cual,  por 

auto del  8 de agosto de 2023, se procedió a sancionar por desacato, 

providencia que también fue efect ivamente not i f icada, como puede 

veri f icarse en el archivo 14 del expedi ente digi tal  del incidente desacato, 

enviándose el expediente para su respect iva consu lta ante el Superior 

jerárquico y correspondiendo el  conocimiento al Juzgado Once Civi l  del  

Circuito de Medel l ín;  que no se pronuncia f rente a los demás hechos porque 

no le constan y f inal iza pidiendo se niegue el amparo por no exist i r 

vulneración por parte de ese Juzgado ( Arch ivo  d ig i ta l  13 )  

 

El Juzgado Once Civi l  del Circuito de Medel l ín no se pronunció a pesar de su 

oportuna not i f icación.  

mailto:coresrie@hotmail.com
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I I .  CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA.  

Sea lo primero determinar, que acorde con lo establecido en el  art ículo 86 de 

la Const i tución Polí t ica, reglamentado por el  Decreto 2591 de 1991, art ículo 

37, es competente esta agencia judicial  para conocer y decidir respecto de 

la presente acción de tutela.  

 

2. VALIDEZ DE LO ACTUADO Y PRESUPUESTOS PARA LA PRESENTE 

DECISIÓN.  

En la presente actuación concurren los presupuestos procesales y materiales 

para emit i r pronunciamiento de fondo. Junto con lo anterior,  no se vislumbra 

la presencia de i rregular idades que puedan afectar la val idez de lo actuado.  

 

3.  PROBLEMA JURÍDICO PLANTEADO.  

A part i r de los antecedentes reseñados,  el  problema de fondo que debe 

resolver la Sala Tercera de Decisión Civi l  del Tribunal Superior de Medel l ín, 

en sede de jurisdicción Const i tucional,  consiste en establecer si  se ha 

conf igurado la vulneración de los derechos fundamentales de l accionante y 

la ent idad que representa  dentro del  trámite de la acción de tutela  y 

posterior incidente de desacato que formuló en su contra el señor Carlos 

Mario de Jesús Vega Cuartas.   

 

4.  PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA  SENTENCIA DE 

TUTELA O CONTRA LAS ACTUACIONES SURTIDAS AL INTERIOR DEL 

TRÁMITE DE UNA ACCIÓN DE TUTELA.  

La Corte Const i tucional  unif icó su jurisprudencia en relación a la  

procedencia de la acción de tutela contra tutela, bien contra la sentencia 

dictada en el t rámite de una acción de tutela, o contra las actuaciones 

surt idas en el t rámite const i tucional.  Indicó el al to Tribunal que es necesario 

dist inguir si  la acción de amparo se di rige contra la sentencia o contra una 

actuación anterior o posterior a el la.  

 

Reiteró la Corte la regla general  según la cual la acción de tutela no procede 

contra sentencias dictadas dentro de una acción de tutela, sólo de manera 
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excepcional es posible y el lo se da cuando se presente el fenómeno de la 

cosa juzgada f raudulenta, se cumplan los requisi tos genéricos de 

procedibi l idad de la acción de tutela contra providencias judiciales 

ampliamente decantados y que se veri f iquen los siguientes t res requisi tos1:  

 
1.  Que la acc ión de tutela presentada no comparta ident idad procesal 
con la so l ic i tud de amparo cuest ionada.  
 
2.  Que se demuestre,  de manera clara y suf ic iente,  que la decisión 
adoptada en la sentencia de tu tela fue producto de una s i tuac ión de 
fraude (Fraus omnia corrumpit ) .  
 
3.  Que no exista otro medio,  ord inar io o extraordinario,  ef icaz para 
resolver la s i tuac ión.  

 

Para el evento en que sol ici tud de amparo const i tucional se diri ja en contra 

de actuaciones que se surt ieron al  interior del  t r ámite de la tutela,  se hace 

necesario dist inguir si  se t rata de actuaciones anteriores o posteriores a la 

sentencia para determinar la procedencia del amparo, así  lo indicó la Corte  

 

4.6.3.1.  Si  la  actuación acaece con anterior idad a la sentencia y  
consis te en la omisión del juez de cumpli r  con su deber de informar,  
not i f icar o vincu lar a los terceros que serían afectados por la demanda 
de tutela,  y se cumplen los requis i tos generales de procedib i l idad de la 
acción de tutela,  la acción de tutela sí  procede,  inc luso s i  la Corte 
Const i tuciona l no ha selecc ionado el asunto para su rev isión.  
 
4.6.3.2.  Si  la  actuación acaece con poster ior idad a la sentencia  y se 
trata de lograr e l  cumpl imiento de las órdenes impart idas en dicha 
sentencia,  la acción de tutela no p rocede. Pero s i  se trata de obtener la 
protecc ión de un derecho fundamental que habría sido vu lnerado en el 
t rámite del inc idente de desacato,  y se cumplen los requisi tos generales 
de procedib i l idad de la acción de tutela contra providencias jud icia les,  
la acc ión de tute la puede proceder de manera excepcional.  

 

5. LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES.  

El art ículo 86 de la Const i tución Polí t ica establece la acción de tutela como 

mecanismo para la protección inmediata de los derechos const i tucio nales 

fundamentales, cuando resul ten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad públ ica.  

 

Esta disposición de la Carta permite inferi r  vál idamente que el amparo 

const i tucional  procede contra las decisiones judiciales, en tant o actuaciones 

                                                 
1 Cor te  Const i t uc iona l ,  Sen tenc ia  SU 627 de 2015 ;  M .P.  Dr .  Maur ic io  Gonzá lez  Cuervo  
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adelantadas por servidores públ icos que ejercen la facultad jurisdiccional.   

Sin embargo,  la procedencia de la acción de tutela contra sentencias es un 

asunto que se muestra complejo, puesto que la adecuada protección de los 

principios y valo res const i tucionales impl ica un ejercicio de ponderación 

entre la ef icacia de la mencionada acción –presupuesto del  Estado Social y 

Democrát ico de Derecho, y la vigencia de la autonomía e independencia 

judicial ,  el  principio de cosa juzgada y la seguridad jurídica.  

 

Acerca de la procedencia excepcional  de la acción de tutela contra 

decisiones judiciales, la Corte Const i tucional ha f i jado un precedente 

consol idado, el  cual  prevé reglas concretas acerca de (i )  la just i f icación, 

desde la perspect iva de la Cart a Polí t ica,  de la tutela contra sentencias; (i i )  

los requisi tos formales que deben acreditarse en el caso concreto como 

presupuesto para el  anál isis sustant ivo acerca de la presunta violación de 

los derechos al debido proceso y al acceso a la administ ració n de just icia; y 

(i i i )  los presupuestos fáct icos y jurídicos que estructuran cada una de las 

causales materiales de procedencia de la acción de tutela contra sentencias.  

 

La doctrina, conformada por las reglas sobre procedencia de la acción de 

tutela contra decisiones judiciales que ha decantado la jurisprudencia 

const i tucional,  ha logrado redefini r la concepción t radicional “vía de hecho” 

judicial ,  para establecer un grupo sistematizado de condiciones estrictas, de 

naturaleza sustancial  y procedimental ,  la s cuales deben acredi tarse en cada 

caso concreto, como presupuestos ineludibles para la protección de los 

derechos fundamentales afectados por una decisión judicial .  El lo por cuanto 

la evolución de la jur isprudencia const i tucional refer ida a las si tuacione s que 

hacían viable la acción de tutela contra providencias judiciales, arribó hasta 

el punto de conclui r que las sentencias judiciales pueden ser atacadas 

mediante la acción de tutela por causa de otros defectos adicionales, que no 

precisamente conl levan que la decisión sea caprichosa, siendo entonces lo 

prudente,  ut i l izar los conceptos de requisi tos formales de procedencia y 

causales específ icas de procedibi l idad de la acción de tutela.  

 

De esta manera en la actual idad no “sólo se t rata de los casos en que el  juez 

impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino 
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que incluye aquel los casos en los que se aparta de los precedentes sin 

argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecional idad 

interpretat iva se desborda en perjuici o de los derechos fundamentales de los 

asociados (arbitrariedad) 2.  

 

En la sentencia SU 918 de 2013, la Corte Const i tucional al  referi rse a los 

requisi tos generales y especiales o específ icos de procedencia de la acción 

de tutela contra providencias judicia les, ci ta lo dicho por esa misma 

Corporación en la Sentencia C 590 de 2005, providencia ésta últ ima en la 

que consol idó su precedente, dist inguiendo entre requisi tos formales y 

específ icos de procedencia de la acción de tutela contra sentencias; 

señalando que los pr imeros están relacionados con condiciones fáct icas y de 

procedimiento, las cuales buscan hacer compatible dicha procedencia con la 

ef icacia de valores de est i rpe const i tucional y legal,  relacionados con la 

seguridad jurídica, los efectos de la co sa juzgada, la independencia y 

autonomía del juez, al  igual que la dist ribución jerárquica de competencias al 

inter ior de la rama jurisdiccional,  enunciado como tales, los siguientes:   

 

1.  Que la cuest ión que se discuta resulte de evidente relevancia 

const i tucional.  

2.  Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios -,  

de defensa judicial  al  alcance de la persona afectada, salvo que se t rate 

de evitar la consumación de un perjuic io iusfundamental i r remediable.  

3.  Que se cumpla el requisi to de la inmediatez, es deci r,  que la tutela se 

hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a part i r  del  

hecho que originó la vulneración.  

4.  Cuando se t rate de una i rregularidad procesal,  debe quedar claro que la 

misma t iene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 

impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  

5.  Que la parte actora ident i f ique de manera razonable tanto los hechos 

que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que 

hubiere alegado tal  vulneración en el proceso judicial  siempre que esto 

hubiere sido posible.  

6.  Que no se t rate de sentencias de tutela.  

                                                 
2 Sentenc ia  T -774 de 2004,  MP.  Manue l  José  Cepeda  Esp inosa . 
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Ahora las causales de procedibi l idad especiales o materiales, ref ieren a la 

descripción de los defectos en que puede incurri r una decisión judici al  y que 

la hacen incompatible con la Const i tución. Dichos defectos son los 

siguientes: (i )  Defecto orgánico; (i i )  Defecto procedimental absoluto; (i i i )  

Defecto fáct ico; (iv)  Defecto material  o sustant ivo;  (v)  Error inducido; (vi )  

Decisión sin mot ivación;  (vii )  Desconocimiento del precedente y (vii i )  

Violación di recta de la Const i tución.  Estos requisi tos han sido reiterados por 

nuestro máximo órgano de decisión  const i tucional,  pudiendo consultarse, 

entre muchas otras, las sentencias SU184 de 2019 y SU128 de  2021.  

 

I I I .  ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

 

El reclamo de const i tucional idad que por medio de la presente acción se 

pone en conocimiento de la jurisdicción , busca la protección del derecho 

fundamental al  debido proceso de la Corporación para la Educación Social 

Cores, ent idad que considera le fue vulnerado el mismo al interior del trámite 

const i tucional que se ident i f ica con radicado  N° 05001 40 03 004 2023 00737 

00, el  cual se adelantó ante el  Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín ,  

así como en el t rámite  del  incidente de desacato adelantado por ese mismo 

juzgado en pr imer grado y en sede de consulta por el  Juzgado Once Civi l  del  

Circuito de Medel l ín.   Se señalan como actuaciones que dieron origen a  la 

vulneración, el  hecho que las providencias proferidas en la acción de tutela 

no hayan sido not i f icadas en el correo obrante en el Cert i f icado de 

Existencia y Representación Legal de la aludida Corporación, surt iéndose el 

trámite de la acción sin que la aquí accionante y al l í  accionada  conociera la 

demanda tutelar,  así como la fal ta de conocimiento del t rámite incidental por 

hackeo  de la cuenta de correo de dicha ent idad , conociendo el  trámite tutelar 

únicamente cuando de forma física les fue not i f icada decisión de cobro 

coact ivo.  

 

En punto del anál is is prel iminar e impostergable sobre la procedencia de la 

presente acción const i tucional,  resulta determinante resaltar que la misma 

es en principio viable, si  se t iene en cuenta que  no se t rata de tutela di r igida 

propiamente contra una sentencia de tutela, s ino que  se están cuest ionando 

asuntos u omisiones en el procedimiento que dan al t raste con el derecho 
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fundamental el  debido proceso de los  aquí accionantes; además, debe 

tenerse en cuenta que se denuncia una indebida not i f icación que abarca todo 

el trámite tutelar,  lo que impl ica que, en caso de presentarse la i rregularidad 

la parte afectada no tuvo oportunidad de formular defensa y recursos . A lo 

anterior se agrega que desde el 26 de sept iembre del año en curso el señor 

Juan Carlos Bañol Betancur en nombre propi o y como representante legal de 

la Corporación para la Educación Social Cores sol ici tó la inapl icación de la 

sanción impuesta, a pesar de lo cual el  Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de 

Medel l ín no se ha pronunciado.  

 

Ahora,  con base en el estudio efectuado en las motivaciones generales 

respecto de la procedencia de la acción de tutela contra providencias 

judiciales dictadas en el curso de una acción de tutela  y el  alcance del vi cio 

o defecto material  conocido  como procedimental ,  que es dentro del cual  se 

enmarca la presente denuncia de afectación de garantías fundamentales,  se 

entrará a di lucidar si  en la actuación cuest ionada se encuentra evidenciada 

la conf iguración de una def iciencia que torne viable la acción de tutela.  

 

La revisión del expediente radicado N° 05001 40 03 004 2023 00737 00 , da 

cuenta que sí existe vulneración del derecho fundamental al  debido proceso 

de los aquí accionantes y que la actuación con la que se inicia la  vía de 

hecho que aquí se advierte, parte del  Juzgado Cuarto Civi l  Municipal  de 

Medel l ín , autoridad judicial  que desde el  inic io del trámite de tutela omit ió 

ser di l igente para constatar primero, el  nombre o razón social  correcto de la 

accionada y, segundo, su correo of icial  para recibi r not i f icaciones judiciales, 

esto,  porque es de conocimiento de los profesionales del  derecho,  como lo 

es el  juez encartado , que la mayoría de centros de conci l iación no t ienen 

personería jurídica independiente, sino que se t rata de un servicio cuya 

prestación3 autoriza el Ministerio de Just icia a un a ent idad que cumpla los 

requisi tos establecidos en la normativa correspondiente,  de modo que debió 

el Juez Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín advert i r desde que recibi ó la 

demanda tutelar que la parte accionante de forma genérica sólo indicó el 

                                                 
3 Artículo 15 Ley 2220 de 2022.  CENTRO DE CONCILIACIÓN. Es la línea de acción autorizada 
por el Ministerio de Justicia y del Derecho a una entidad promotora para que preste el soporte 
operativo y administrativo requerido para la prestación del servicio de la conciliación extrajudicial en 
derecho, contando para ello con conciliadores inscritos en sus listas, y estableciendo su propio 
reglamento para un funcionamiento, el cual igualmente, deberá ser aprobado por el Ministerio de 
Justicia y del Derecho. 
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nombre del  centro de conci l iación y no la ent idad a la cual está adscri to,  

esto, para real izar las indagaciones pert inentes de cara a establecer cuál  era 

la ent idad  que debía acudir al  t rámite tutelar y cuále s sus datos de contacto 

of iciales, indagación que fáci lmente pudo real izar requiriendo al mismo 

accionante o en páginas web, luego de lo cual pudo acceder gratuitamente al  

cert i f icado de existencia y representación legal,  esto teniendo en cuenta la 

faci l idad que otorga el RUES a los D espachos judiciales para obtener dicha 

información, di l igencia que sólo tuvo el Juzgado referido cuando ya estaba 

avanzado el t rámite incidental para el cumplimiento de la orden tutelar ,  pero 

que, se insiste, no real izó en el t rámite de la tutela. .   

 

Esta Sala obtuvo en el presente t rámite tutelar las resoluciones mediante las 

cuales el Ministerio de Just icia  autorizó a la Corporación para la Educación 

Social Cores el funcionamiento de varias sedes de su Centro de 

Conci l iación, entre el los, el  de Rionegro, donde se constata que se trata de 

un servicio adscri to a la Corporación aludida , pero no de una persona 

jurídica diferentes a  esta y, también se obtuvo en el  RUES cert i f icado de 

existencia y representación legal de la plur imencionada ent idad , donde se 

constata que el correo electrónico para not i f icaciones judiciales es 

coresrie@hotmail .com, el  que no coincide con aquel los donde efectuó la 

not i f icación de la admisión y sentencia de tutela ( a rch i vos  18  y  19 )  

 

Es que, sabido se t iene que,  en materia de acción de tutela, en los aspectos 

no regulados en los decretos que reglamentan la misma, se debe hacer 

remisión a la normat ividad procesal civi l ,  la cual  establece que, cuando se 

ha de efectuar not i f icación de una sociedad debe acudirse primero a la 

di rección electrónica o f ísica regist rada en la Cámara de Comercio u of icina 

correspondiente (art ículo 291 del C.G.P.) ,  no siendo admisible la defensa del 

t i tular del  Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín relat iva a que la 

not i f icación fue adecuadamente real izada en los correos informados por la 

parte accionante,  pues no veri f icó dicho Despacho que correspondieran al de 

not i f icaciones judiciales de la ent idad a la cual está adscri to el  centro de 

conci l iación.   

 

Sobre la importancia de la ági l ,  pe ro debida not i f icación en materia de acción 

de tutela y la apl icación de la normatividad civi l  a esa acción const i tucional,  

mailto:coresrie@hotmail.com
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se pronunció la Corte Suprema de Just icia Sala de Casación Civi l  en 

sentencia STC13993-2019, providencia que por su pert inencia en este caso 

se ci ta en extenso, al l í  expuso la mentada Corporación:  

 

«Conforme a lo estatuido por el  Decreto 2591 de 1991, normat iv idad 
es tatutar ia rectora de la acción de tute la,  “{ l }as prov idencias que se 
dicten se not i f icarán a  las partes o intervin ientes, por e l  medio que el 
juez considere más expedito y ef icaz” (ar t .  16),  y part icularmente la  
sentencia deberá not i f icarse “por te legrama o por otro medio expedito  
que asegure su cumpl imiento,  a más tardar al  día sigu iente de haber 
sido profer ido” (art .  30).  
 
Un medio de not i f icac ión sat isface las anotadas característ icas cuando 
“es ráp ido y oportuno” y “garant iza que e l dest inatario  (parte o tercero 
con interés) se entere de forma efect iva y f idedigna del contenido de la  
providencia” (CC, A -065-2013, 15 abr.  2013, rad. T -3.723.038).  
 
La disposic ión reg lamentaria  del  anter ior ,  esto es,  e l  Decreto 306 de 
1992 -compi lado en e l Decreto  1069 de 2 015-en consonancia con el  
primero de los preindicados mandatos,  consagra que “todas las 
providencias que se dicten en e l t rámite de una acc ión de tute la se 
deberán not i f icar a las partes o a los interv in ientes” e impone al juez el  
deber de velar porque atendidas las ci rcunstancias,  “e l  medio y la  
oportunidad de la not i f icación aseguren la ef icac ia de la misma y la  
posibi l idad de e jercer e l  derecho de defensa” (art .  5°,  compilado en el  
art ícu lo 2.2.3.1.1.4 de l  Decreto 1069 de 2015; se destaca).   
 
No hay n inguna duda sobre que la debida not i f icac ión de las 
providencias judicia les es condición determinante de la ef icacia de 
ta les decis iones y a la vez presupuesto cardinal de la defensa de los 
admin ist rados f rente a los pronunciamientos de la jur isd icc ión, en la  
medida en que la  f i rmeza y e jecutoriedad de éstas está supeditada al  
acto vál ido de enteramiento a  las partes y terceros con interés, a  
quienes debe garant izarse la posibi l idad real y  efect iva de discut ir  lo  
resuelto  a t ravés de los instrumentos idóneos p revistos en el 
ordenamiento juríd ico.   
 
De al l í  que sea un acto procesa l de reconocida trascendencia,  pues en 
él se materia l izan las prerrogat ivas fundamentales de defensa, 
contradicc ión y deb ido proceso consagradas en el art ícu lo 29 de la  
Carta  Magna,  amén de ser  garantía  de transparencia de la  
admin ist rac ión de just ic ia y de l derecho de impugnación.  
 
( . . . )  
 
2.2.  Si b ien la agi l idad e informal idad de la  herramienta const i tuc ional  
determina que también sea célere e informal e l  procedimiento de 
comunicación de los autos y fa l lo profer idos en el curso de la acc ión,  
e l lo no s igni f ica  que ta l  actuación pueda ser a jena a la observancia y  
aseguramiento de las garantías procesa les y  al  pr incip io de ef icac ia de 
la publ ic idad de l pronunciamiento.   
 
Desde luego el med io que se emplee para not i f icar las prov idencias ha 
de ser  idóneo y ef icaz, es deci r,  que ofrezca a las partes e 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/tutelas/B%20DIC2019/STC13993-2019.doc
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in tervin ientes la oportunidad cierta de enterarse de su conten ido y 
procurar,  s i  es del caso, la sa lvaguarda de su defensa.  
 
( . . . )  
 
2.3.  Al no regu larse el  mecanismo de not i f icac ión por correo 
elect rónico en el Decreto 2591 de 1991, n i  en el  Decreto 306 de 1992 o 
en el Decreto 1069 de 2015 que compiló el  anterior,  es preciso recurr ir  
a l  marco normat ivo procesa l que por d isposic ión de l legis lador se 
integra a  la  acc ión de tutela  con e l  propósito de f i jar  sus 
caracterís t icas y las exigencias que deben observarse.  
 
En esa di recc ión, preceptúa el ar t ícu lo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 
2015 que “{p}ara la interpretación de las d isposic iones sobre t rá mite de 
la acción de tutela previstas por el  Decreto 2591 de 1991 se apl icarán 
los pr inc ip ios generales del Código General del Proceso, en todo 
aquel lo en que no sean contrarios a dicho Decreto”.  
 
Luego, dado que la normat iv idad rectora de la acc ión de tut ela no 
cont iene reglas especí f icas que permitan establecer las c i rcunstancias 
en las cua les las not i f icac iones efectuadas al inter ior  del t rámite  
const i tuciona l const i tuyen garantía suf ic iente del debido proceso y 
defensa de los involucrados en el  t rámite  const i tuc ional,  es necesario  
dar apl icac ión, como lo preceptúa la disposic ión anterior,  a  los 
princ ip ios generales del estatuto procesal v igente,  en part icular  
aquel los conten idos en los art ículos 11 y 12, referentes a que en la 
interpretac ión de las normas ad jet ivas debe tenerse en cuenta que su 
objeto es la “efect iv idad de los derechos reconocidos por la  ley 
sustancial ”  y que los vacíos de las disposic iones inst rumenta les se 
l lenarán con preceptos que regulen casos semejantes.  
 
Por el lo y sobre la base de que al imponer la not i f icac ión de las 
decis iones adoptadas en el t rámite de la acción de tute la a t ravés de 
un medio  expedito  y  ef icaz,  los art ícu los 16 y 30 del  Decreto  2591 de 
1991 propugnan por faci l i ta r e l  derecho de defensa antes que por 
obstacul iza rlo,  se just i f ica la apl icac ión analógica de las normas del  
Código Genera l del Proceso que regulan el t rámite de not i f icac ión a las 
ent idades públ icas, en atención a que, en la  actuación reprochada, e l  
accionante obró en e jercic io  de las atr ibuc iones que l a Const i tuc ión y 
la Ley le asignan como Personero Munic ipal.  
 
Lo precedente, porque ta les d isposic iones cont ienen las pautas que 
permiten di luc idar cuando se ha cumpl ido vá l idamente dicho acto y  los 
requer imientos que para ese f in deben ver i f icarse en aras  de asegurar  
la vigencia materia l  de las garantías procesales de que es t i tu lar e l  
sujeto not i f icado.  
 
En varios de sus fa l los,  la Corte Const i tucional acogió esta postura (A -
091-02, A-065-13,  A-088-16, ent re ot ros),  re i terándola en la sentencia  
T-286 de 2018 al rat i f icar que " las not i f icac iones en la acc ión de tutela  
no solo se r ige por lo dispuesto en las normas previamente c i tadas 
(Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992),  s ino en las normas de l Código 
de Procedimiento Civi l  -hoy Código General de Proceso - de 
conformidad con el  ar t ículo 4° de l Decreto  306 de 1992" (CC, 23 ju l .  
2018, rad. T -6.641.196)».  
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Todo lo anterior para conclui r entonces que el  Juzgado Cua rto Civi l  

Municipal de Medel l ín  debió not i f icar a la accionada en el correo que regist ra 

en el cert i f icado de existencia y representación legal .   

 

Ahora, en cuanto al  cuest ionamiento que se hace al  t rámite incidental  por 

desacato a fal lo de tutela,  se advierte que, aunque las not i f icaciones al l í  si  

se real izaron adecuadamente y el  hackeo  de la cuenta of i cial  de la 

Corporación accionante es ci rcunstancia no imputable a los juzgados 

accionados, también lo es, que la i rregular idad que se originó desde la  

admisión y  not i f icación indebida del  auto admisorio de la acción de tutela y 

que conl levó al proferimiento de una orden tutelar que desconoció el derecho 

de defensa de la parte accionada, permea también el t rámite incidental,  se 

insiste, porque éste se fundó en una orden precedida de i rregularidades y 

que no fue conocida oportunamente por el  incidentado.  

 

Lo hasta aquí expuesto permite conclui r que se incurr ió por parte de las 

autoridades judiciales accionadas, Juzgado Cuarto Civi l  Municipal de 

Medel l ín y Juzgado Once Civi l  del Circui to de esta misma municipal idad en 

vía de hecho al inter ior del t rámite const i tucional con radicado N° 05001 40 

03 004 2023 00737 00, lo que afecta las garantías fundamentales de l 

sancionado Juan Carlos Bañol Betancur  y de la Corporación para la 

Educación Social Cores que éste representa, pues se incurr ió en defecto 

procedimental,  tal  y como quedó expl ici tado .  

 

Teniendo en cuenta que la vía de hecho se originó  desde el auto admisorio 

de la acción de tutela con radicado N° 05001 40 03 004 2023 00737 00 , se 

dejará sin valor ni  efecto todo lo actuado por parte del Juzgado Cuarto Civi l  

Municipal de Medel l ín desde el auto admisorio de la acción de tutela  aludida, 

así como todas las actuaciones surt idas por ese Juzgado y por el  Juzgado 

Once Civi l  del Circuito de Medel l ín en el t rámite del incidente de desacato .  

 

Como consecuencia de el lo, se ordenará al Juzgado Cuarto Civi l  Municipal 

de Medel l ín que, teniendo en cuenta lo expuesto en esta providencia,  

proceda,  dentro del término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

not i f icación que se le haga de esta sentencia y  respetando el debido 
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proceso,  a sol ici tar la devolución del expediente a la Corte Const i tucional y a  

proferi r nuevo auto admisorio donde ident i f ique plenamente a la accio nada, 

así como a not i f icar debidamente a la Corporación para la Educación Social 

Cores y al  accionante, luego de lo cual,  previo el  decreto de pruebas si  lo 

considera pert inente,  y en el  término máximo de diez (10) días siguientes a 

la admisión, proferi rá sentencia de tutela def iniendo el  asunto, la cual 

deberá not i f icar debidamente a todas las partes int ervinientes.  Además, 

dentro del mismo término de cuarenta y ocho (48) horas deberá e l Juzgado 

Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín  real izar las conductas necesarias ante la 

Dirección Ejecut iva Seccional de Administ ración Judicial  para que cese el 

cobro de la sanción impuesta al señor Juan Carlos Bañol Betancur en 

providencia del 6 de agosto de 2023.  

 

Resulta pert inente advert i r que , aunque los ahora accionantes reprochan no 

haber recibido el  derecho de pet ición formulado por el  señor Carlos Mario de 

Jesús Vega Cuartas,  eso es si tuación que deberán discut i r y probar ante el  

Juez Cuarto Civi l  Municipal de Medel l ín cuando éste les otorgue t raslado 

para ejercer el  derecho de defensa y contradicción que aquí se ordenó 

garant izarles.  

 

Finalmente, en cuanto a la sol i ci tud de compulsa de copias a la Fiscalía, 

advierte la Sala que no hay lugar a el lo pues no se evidencia una actuación 

temeraria que pueda const i tui r del i to, no obstante , si  el  accionante lo 

considera puede acudir directamente ante el ente  invest igador.    

 

En mérito de lo expuesto,  el  TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN ,  en Sala 

Tercera de Decisión Civi l ,  administ rando just icia en nombre de la Repúbl ica 

y por autoridad de la Ley,  

 

FALLA 

 

PRIMERO. TUTELAR el derecho fundamental al  debido proceso de  JUAN 

CARLOS BAÑOL BETANCUR en nombre propio y en cal idad de 

representante legal  de la CORPORACIÓN PARA LA EDUCACIÓN SOCIAL 

CORES vulnerado por los  JUZGADOS CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 
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MEDELLÍN Y ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN  dentro del t rámite 

de la acción de tutela  que se ident i f ica  con radicado N º05001 40 03 004 

2023 00737 00 donde fungió como accionante  CARLOS MARIO DE JESÚS 

VEGA CUARTAS.  

 

SEGUNDO. DEJAR SIN VALOR NI EFECTO todo lo actuado por parte del  

JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN desde el auto 

admisorio de la acción de tutela aludida, así como todas las actuaciones 

surt idas por ese Juzgado y por el  JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN en el t rámite del incidente de desacato.  

 

TERCERO. ORDENAR al JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 

MEDELLÍN  que, teniendo en cuenta lo expuesto en esta providencia,  

proceda,  dentro del término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

not i f icación que se le haga de esta sentencia y respetando el debido 

proceso, sol ici te la devolución del  expediente digi tal  a la Corte 

Const i tucional y  prof iera nuevo auto admisorio donde ident i f ique p lena y 

adecuadamente a la accionada,  providencia que deberá not i f icar a  la 

CORPORACIÓN PARA LA EDUCACIÓN SOCIAL CORES en la di rección de 

correo electrónico obrante en el cert i f icad o de existencia y representación 

legal  y al  accionante  en el buzón que informó en la acción de tutela ,  luego 

de cumplido lo cual,  previo el  decreto de pruebas si  lo considera  pert inente 

y, en el término máximo de diez (10) días siguientes a la admisión , proferi rá 

sentencia de tutela def iniendo el asunto, la cual deberá not i f icar 

debidamente a todas las partes intervinientes. Además, dentro del mismo 

término de cuarenta y ocho (48) horas ,  deberá el JUZGADO CUARTO CIVIL 

MUNICIPAL DE MEDELLÍN  real izar las conductas necesarias ante la 

DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  para 

que cese el cobro de la sanción impuesta al señor JUAN CARLOS BAÑOL 

BETANCUR  en providencia del 6 de agosto de 2023.  

 

CUARTO. NO COMPULSAR COPIAS A FISCALÍA  por lo expl icado.  

 

QUINTO. NOTIFICAR  esta decisión a quienes concierne por medio expedito 

y ef icaz.  En el acto de la not i f icación,  se hará saber a las partes que 
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procede la impugnación del fal lo en el término de los tres (3) días siguientes 

al de la not i f icación.  

 

SEXTO. DISPONER  el  envío del expediente a la Honorable Corte 

Const i tucional para su eventual revisión,  en el  evento de que esta decisión 

no sea impugnada.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

Los Magistrados,  

 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

 

 

SALVAMENTO VOTO  

NATTAN NISIMBLAT MURILLO 
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Salvamento de voto frente al proyecto de sentencia de tutela de 1ª instancia 

RADICADO 05001 22 03 000 2023 00647 00. 

MAGISTRADA PONENTE: MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

 

1. Con el debido respeto por la mayoría de la Sala, salvo mi voto frente a la ponencia 

mediante la cual se concede protección constitucional a Juan Carlos Bañol Betancur 

y Corporación Para La Educación Social Cores, en tanto no se exponen las razones 

por las cuales la solicitud de nulidad por indebida notificación resulta ineficaz para 

la protección del derecho constitucional pedido por el actor.  

 

2. La Corte Constitucional ha reconocido que, a falta de regulación expresa por parte 

de los Decretos 2591 y 2067 de 1991, es posible aplicar al trámite de tutela, antes, 

e incluso después de la revisión por ese alto tribunal, el régimen de nulidades 

previsto en el Código General del Proceso, conforme al trámite y bajo los supuestos 

allí previstos, aplicando la remisión contenida en el artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 

1069 de 2015.1  

 

3. Si bien en sentencia SU – 387 de 2022 (párrafo 56), se dio por solventada la 

subsidiariedad pese a que el accionante no presentó nulidad frente a la indebida 

notificación de un auto que denegó impugnación, allí se expresó que la solicitud de 

invalidación carecía de eficacia puesto que el estrado judicial accionado ya había 

expresado su postura sobre el posible error de enteramiento mediante respuesta a 

recurso de reposición.  

 

4. Es decir, la Corte estimó que no tenía sentido pedir al accionante agotar el 

mecanismo ordinario de defensa, puesto que ya era clara la respuesta del juzgador, 

haciendo ineficaz el medio.  

 

5. Tampoco se estima aplicable el precedente sentado en la decisión de la Corte 

Suprema de Justicia citado en la providencia, sentencia de 11 de octubre de 2019, 

radicado 05000-22-13-000-2019-00115-01 (STC13993-2019), dado que allí el 

superior funcional de este Tribunal consideró que, al haber una afectación grave al 

derecho al debido proceso, en la modalidad de acceso a la doble instancia, era 

suficiente para intervenir durante el trámite de una tutela.  

                                            
1 Corte Constitucional. Autos de 287 de 2019, 205 de 2021 y 553 de 2021. 



6. No obstante, sí se encuentra que hay una afectación al derecho de acceso a la 

administración de justicia en la modalidad de pronunciamiento célere, en tanto han 

pasado casi dos meses desde que los accionantes presentaron su solicitud de 

levantamiento de sanción y declaratoria de nulidad sin que el Juzgado 4 Civil 

Municipal de Oralidad de Medellín se hubiera pronunciado.  

 

7. En ese sentido, se estima pre-temporánea la protección dispensada, puesto que 

el juez ordinario no ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre los argumentos 

esgrimidos por Juan Carlos Bañol Betancur y Corporación Para La Educación Social 

Cores, pero sí se considera que es necesaria la intervención de la jurisdicción 

constitucional para lograr que haya una decisión sobre la situación de invalidación 

descrita por los tutelantes.  

 

Atenta y respetuosamente, 

  

NATTAN NISIMBLAT MURILLO  
Magistrado  
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